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Tema prioritario
Política de telecomunicaciones/TIC y asuntos reglamentarios, incluidas la economía de las TIC (estudios de mercado, modelos de coste y tarifas) y las estadísticas (indicadores, medición de la sociedad de la información). Esto incluye la capacitación humana en cada uno de estos ámbitos.
Protección del Usuario de Telecomunicaciones en Colombia
La Constitución Política de Colombia señala que los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado, por lo que le corresponde asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional, permitiendo su prestación de manera directa por el Estado o por los particulares, pero conservando éste su regulación, control y vigilancia
.

Ahora bien, tratándose de servicios de telecomunicaciones debe advertirse la diferencia que desde la Constitución Política se presentaba en relación con la caracterización de dichos servicios, en domiciliarios y no domiciliarios. La disparidad existente hizo que las autoridades con competencias específicas en el tema, centraran sus esfuerzos en desarrollar actividades que apuntaran directa o indirectamente a alcanzar condiciones de igualdad y equidad respecto de los usuarios de todos los servicios públicos de telecomunicaciones, sin consideración a la categoría mencionada.

Dentro del sector de telecomunicaciones de Colombia, existe pluralidad de autoridades encargadas de la protección de los derechos de los usuarios y consumidores, ya sea de manera directa al cumplir con las funciones que le han sido asignadas por ley, o de manera indirecta, en la medida en que sus funciones transversalmente tiene repercusiones frente al reconocimiento de estas garantías. Lo anterior, sin perjuicio del cumplimiento que debe darse a la previsión contendida en el artículo 209 de la Constitución, según el cual, para el adecuado cumplimiento de las funciones del Estado, todas las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones. 

En tal contexto, a lo largo de la evolución de los servicios públicos de telecomunicaciones, diversos han sido los instrumentos de protección de los derechos de los usuarios, básicamente vinculado su desarrollo al comportamiento de los mercados y particularmente, a las circunstancias de competencia que han regido las diversas etapas de avance de los mismos. 

En el marco de lo anterior, la Comisión de Regulación de Comunicaciones de Colombia – CRC se ha venido ocupando de regular las condiciones bajo las cuales debía efectuarse la prestación de los servicios de telecomunicaciones, teniendo como prioridad las necesidades de los suscriptores y/o usuarios y el cumplimiento de los fines esenciales del Estado como titular de los servicios públicos, bajo los parámetros que sobre el particular se encontraban vigentes respecto de los servicios públicos domiciliarios de telecomunicaciones
, teniendo en cuenta así mismo las normas que definen los criterios de la regulación de los derechos y deberes del consumidor
. El Decreto 3466 de 1982 o Estatuto del consumidor, constituye un cuerpo normativo destinado a proteger y regular lo relacionado con la idoneidad, calidad, garantías, marcas, leyendas, propagandas, fijación pública de precios de bienes y servicios y la responsabilidad de productores, expendedores y proveedores. 

Por último y no menos importante, la regulación ha considerado las directrices trazadas por organismos supranacionales que, como en el caso de la Decisión 638 de 2008 de la Comunidad Andina de Naciones, señalan los lineamientos comunitarios de protección al usuario, considerando no solo derechos sino también deberes, e igualmente las obligaciones del operador o proveedor del servicio. Así, la regulación de las condiciones bajo las cuales se efectúa la prestación de los servicios de telecomunicaciones se encuentra prevista en la Resolución CRT 1732 de 2007. 

En adición a lo antes expuesto, la recientemente expedida Ley 1341 de 2009 consagra que las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones deben servir al interés general, siendo deber del estado promover el acceso eficiente y en igualdad de oportunidades a las mismas para todos los habitantes del territorio nacional. Así, frente al tema que nos ocupa, la citada ley dispone como uno de sus principios orientadores el de la protección de los derechos de los usuarios, en los siguientes términos: 

“4. Protección de los derechos de los usuarios
. El Estado velará por la adecuada protección de los derechos de los usuarios de las Tecnologías de la Información y de las Comunicaciones, así como por el cumplimiento de los derechos y deberes derivados del Habeas Data, asociados a la prestación del servicio. Para tal efecto, los proveedores y/o operadores directos deberán prestar sus servicios a precios de mercado y utilidad razonable, en los niveles de calidad establecidos en los títulos habilitantes o, en su defecto, dentro de los rangos que certifiquen las entidades competentes e idóneas en la materia y con información clara, transparente, necesaria, veraz y anterior, simultanea y de todas maneras oportuna para que los usuarios tomen sus decisiones”. 

En dicho contexto, actualmente el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones tiene la tarea de diseñar, formular, adoptar y promover las políticas, planes, programas y proyectos del sector de TIC, con el fin de contribuir al desarrollo económico, social y político de la Nación y elevar el bienestar de los colombianos; por su parte, la Superintendencia de Industria y Comercio es la autoridad encargada de la protección de los derechos de consumidores y usuarios de bienes y servicios; y corresponde a la Comisión de Regulación de Comunicaciones el establecer el régimen de regulación que maximice el bienestar social de los usuarios
. Así, la regulación económica que centra sus esfuerzos en materializar la competencia efectiva, hace evolucionar los instrumentos de protección de los usuarios que derivan obligaciones no sólo para las empresas de servicios públicos sino para el Estado y los usuarios mismos. 
La competencia constituye el mecanismo de protección más eficaz, en cuanto provee a los usuarios mayores elementos de juicio para la escogencia de la empresa prestadora del servicio, de acuerdo a sus necesidades particulares. Y ello es así, porque al existir pluralidad de agentes (empresas y usuarios), a mayor oferta mayor demanda en la medida en que la oferta contenga cantidades adecuadas y que el portafolio de servicios satisfaga las necesidades particulares de los usuarios. 

Acciones a adelantar
En un ambiente de convergencia de redes y servicios, en el que recientemente se cuenta en nuestro país con un marco general para la formulación de las políticas públicas que regirán el sector de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones
, en el que cobra vital importancia el tema de protección al usuario, la calidad del servicio y la regulación, control y vigilancia del mismo, entre otros; así como la actualización normativa en materia de protección de la competencia adecuada a las condiciones actuales del mercado
, orientada a facilitar a los usuarios su adecuado seguimiento y la optimización de las herramientas de las autoridades para el cumplimiento del deber constitucional de protección de la libre competencia, sugiere la necesidad de revisión regulatoria del tema de protección de los derechos de los consumidores y usuarios de los servicios de telecomunicaciones, de manera que se cuente con los elementos necesarios para garantizar la efectividad de sus derechos, al tiempo que las autoridades encargadas de garantizar la protección de los derechos de los mismos, en el ejercicio de sus atribuciones, logren que el esfuerzo regulatorios no se agote en un compendio de normas, sino por el contrario, se dé plena aplicación al mismo. 

Para el efecto, se hace necesario revisar, entre otros, aspectos tales como: 

•
Adelantar las actividades regulatorias que apunten a conjurar las deficiencias del régimen de protección de los derechos de suscriptores y/o usuarios establecido, o en su defecto, fortalecer las medidas que garantizaran el reconocimiento de dichos derechos, de manera que el usuario no sólo acuda al uso de los servicios para la satisfacción de necesidades primarias de comunicación, sino para que el mismo se apropie de las TIC. Lo anterior en el entendido que el Estado y los mismos particulares que le suministran los servicios, lo conciben como el motor de su actividad y por ende valoran su participación dentro del mercado brindándole condiciones justas, equitativas, acordes con el ordenamiento jurídico y respetuosas de su condición de consumidos dentro de una relación equivalente de la que se derivan deberes y obligaciones para las partes involucradas. 

•
Establecimiento de mecanismos que garanticen la divulgación de la información relacionada con las peticiones, quejas y reclamos; claridad y mayor especificidad de las condiciones de prestación del servicio a ser contratado; detalle de la información sobre los consumos y servicios facturados; aumento de controles por parte de los operadores respecto a los fraudes; atención al cliente tanto en oficinas como en líneas de información; facturación de servicios realmente consumidos; divulgación y claridad de las condiciones que rigen las promociones y ofertas; y en el caso específico del servicio de Internet, la necesidad de que se garantice la prestación del servicio en las condiciones ofrecidas por la empresa al momento de contratar y la posibilidad de verificar su cumplimiento. 

•
Dotación de herramientas adecuadas tanto a los usuarios como a las autoridades encargadas de garantizar la protección de los derechos de aquellos. 

•
Refuerzo de las medidas regulatorias que el nuevo escenario convergente sugiera. 

Propuesta
Desarrollar estudios tendientes a determinar las nuevas necesidades de los usuarios de los servicios de telecomunicaciones y/o soportados en las TIC en un ambiente de convergencia, proponiendo medidas regulatorias aplicables a los marcos normativos a ser implementandos por los países en vía de desarrollo.
____________[image: image2.png]


















� La Carta Política, en su artículo 78, establece los parámetros fundamentales sobre el control de calidad de bienes o servicios; el artículo 369, en relación con los servicios públicos domiciliarios, indica que la ley determinará sus deberes, derechos, régimen de protección y sus formas de participación en la gestión y fiscalización de las empresas estatales que prestan los servicios públicos; el artículo 334 establece como objetivo fundamental del Estado la intervención de éste en la economía, con el fin de racionalizarla y conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de todos los habitantes, entre otros.


� Ley 142 de 1994


� Artículo 1º Decreto 3466 de 1992 “…c) Consumidor: Toda persona, natural o jurídica, que contrate la adquisición, utilización o disfrute de un bien o la prestación de un servicio determinado, para la satisfacción de una o más necesidades.


� Artículo 2º Ley 1341 de 2009.


� Artículo 22, num. 1 Ley 1341 de 2009.


� Ley 1341 de 2009.


� Ley 1340 de 2009.
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